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I. INTRODUCCIÓN

EXISTEN decenas de valiosos
trabajos —debidos a autores
como Blanchard, Jimeno, Ben-

tolila, Dolado y Toharia, entre mu-
chos otros— que abordan el aná-
lisis de la evolución del mercado
de trabajo español en las últimas
décadas, y que han girado espe-
cialmente en torno a la explica-
ción de las altas y persistentes ci-
fras de desempleo —mecanismos
de histéresis, problemas de seg-
mentación o dualidad, desempleo
de larga duración, rigidez salarial,
reducida movilidad, etc. (1). Tam-
bién existe una amplia literatura
sobre las reformas laborales del
mercado de trabajo español en
ese período y sus limitaciones (véa-
se por ejemplo Segura, 2001). Por
ello, resulta muy difícil aportar
nuevas ideas y resultados en este
terreno tan bien estudiado. El ob-
jetivo de este trabajo es menos
ambicioso; así, consiste en pro-
porcionar nuestra visión sobre el
tema de la reforma del mercado
de trabajo español sobre la base
de toda esa excelente literatura
(en general bien conocida, por lo
que sólo citaremos algunos tra-
bajos representativos). Hacemos
por tanto nuestro el «sobre hom-
bros de gigantes» newtoniano.

En cuanto a la estructura del tra-
bajo, en el apartado II, se aborda
una sintética visión retrospectiva de
las principales reformas del merca-
do de trabajo español; en el III, se
revisa una serie de documentos que
constituyeron el caldo de cultivo de
la reciente reforma laboral (2006),
reforma que se analiza en el apar-
tado IV, junto a una serie de refor-

mas relacionadas; en el V, se refle-
xiona sobre las posibles explicacio-
nes de las limitaciones apreciadas
en las reformas del mercado de tra-
bajo español; por último, el apar-
tado VI recoge una serie de con-
clusiones de conjunto.

II. UNA VISIÓN
RETROSPECTIVA DE LAS
PRINCIPALES REFORMAS (2)

1. El mercado de trabajo
español durante 
el franquismo y 
la transición política

El mercado de trabajo español,
al igual que otros muchos merca-
dos, fue un mercado sumamente
intervenido durante el franquismo.
Dicha intervención se observaba a
todos los niveles, llegando hasta
la organización interna del traba-
jo por las empresas (ordenanzas
laborales y reglamentaciones de
trabajo). Las modalidades de con-
tratación también eran muy rígi-
das. Elementos habituales en los
mercados de trabajo actuales,
como la negociación colectiva, la
huelga y el cierre patronal, no es-
taban autorizados. Los sindicatos,
como hoy los entendemos, tam-
bién estaban prohibidos. Por su
parte, los denominados «sindica-
tos verticales» eran unas atípicas
organizaciones integradas por tra-
bajadores y empresarios, arbitran-
do en caso de desacuerdo la Ad-
ministración. Visto en perspectiva,
el modelo laboral parecía basarse
en un trade-off entre moderación
salarial y estabilidad en el empleo
(grandes dificultades para el des-
pido, con sentencias judiciales fa-
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vorables al trabajador). La idea sub-
yacente de este sistema era quizá
la de un empleo (modesto) de por
vida; la antítesis de los modernos
enfoques de «flexi-seguridad».
Hasta 1977 no se legalizaron los
sindicatos, y las subidas salariales
estaban intervenidas; en caso de
desacuerdo, se vinculaban a la 
inflación. Aunque los Pactos de la
Moncloa, de 1977, abrieron la
puerta a importantes reformas en
diversos ámbitos de la economía
española, no tuvieron apenas re-
flejo en materia laboral, sin duda
debido a la compleja situación po-
lítica, a las tensiones inflacionistas
y al marco de recesión económi-
ca, factores que obviamente limi-
taban las posibilidades de abordar
una reforma laboral de calado (3).
Un importante hito en este campo,
dictado por la Constitución Espa-
ñola de 1978, fue la aparición del
Estatuto de los Trabajadores en
1980. Dicho Estatuto sirvió, entre
otras cosas, para potenciar el pa-
pel de los sindicatos y materializar
los principios de la negociación co-
lectiva (naturaleza normativa de
los convenios colectivos, eficacia
general, ultraactividad o prórro-
ga automática, y no concurrencia,
principio éste poco respetado en
la práctica). Si exceptuamos la re-
forma laboral de 1984, entre 1979
y 1986 las líneas directrices de la
organización del mercado de tra-
bajo español se determinaron me-
diante una serie de acuerdos na-
cionales (4). Aunque esos acuerdos
consiguieron ciertos logros, como
una relativa moderación salarial y
no enturbiar aún más el difícil con-
texto político, apenas contribuye-
ron a equiparar las instituciones y
el funcionamiento de nuestro mer-
cado de trabajo con los de los paí-
ses de nuestro entorno.

2. La reforma laboral de 1984

Esta reforma, que consiguió
una relativa aceptación por los

agentes sociales, especialmente
por parte de las patronales, llega
en un momento de grave crisis de
la economía española en muchos
aspectos. Baste con indicar que la
tasa de paro (EPA) estaba situada
en torno al 20 por 100, su máxi-
mo histórico hasta ese momento;
destacando también el peso del
desempleo de larga duración. Al
analizar las principales medidas 
de esta reforma, se percibe que
su principal objetivo era impulsar,
casi «a cualquier precio», el acce-
so al empleo, prestándose para
ello especial atención a las moda-
lidades de contratación. En este
sentido, la figura central de la re-
forma fue el contrato temporal de
fomento del empleo (CTFE), un con-
trato temporal de naturaleza no
causal. Este tipo de contrato, con
una duración máxima de tres años,
conlleva una indemnización por
rescisión de doce días por año tra-
bajado, indemnización considera-
blemente más reducida que la del
contrato indefinido en aquellas fe-
chas: cuarenta y cinco días en caso
de que el despido se calificase
como improcedente (veinte días
en el procedente). Por otro lado,
también destacaron en la reforma
los contratos para la «formación»
y de «prácticas», dirigidos a la in-
serción laboral de jóvenes sin y
con cualificación respectivamen-
te. Estos contratos, con una du-
ración máxima también trienal, se
caracterizan por unas retribucio-
nes reducidas y unos mínimos de
tiempo dedicados a la formación
o las prácticas.

Con respecto al CTFE, debemos
señalar que su «éxito» fue casi in-
mediato. Rápidamente, la econo-
mía española se situó en una tasa
de temporalidad en torno al 30
por 100, cifra muy superior a la
de los países de nuestro entorno
económico (5) de la que, desafor-
tunadamente, no hemos vuelto a
alejarnos desde entonces. En esen-
cia, frente a un contrato indefini-

do, el CTFE suponía para el em-
presario un importante ahorro en
días de indemnización por año tra-
bajado, y le liberaba de los costes
de tramitación y la incertidumbre
sobre la calificación del despido;
y ello sin contar con la discrimi-
nación salarial, y de condiciones
de trabajo, contra los contratados
temporales. Teniendo en cuenta
todos estos factores, no es de ex-
trañar la avidez con que fue utili-
zada esta figura. Aunque el CTFE
sirvió para impulsar el empleo, es-
pecialmente el de baja cualifica-
ción, y facilitar los ajustes de plan-
tilla, muchos estudiosos han visto
en dicha figura la piedra angular
sobre la que se desarrolló la prin-
cipal problemática de dualización
o segmentación que ha sufrido el
mercado de trabajo español des-
de hace décadas (6). En cuanto a
los contratos para la formación y
de prácticas, debemos reseñar
que, desgraciadamente, en gene-
ral se pervirtió por las empresas
su finalidad de combinar expe-
riencia laboral con mejora de la
formación, al obviarse la esfera
formativa. En ciertos tipos de em-
presas los jóvenes trabajadores 
llegaron a agotar, uno tras otro,
el período máximo de los contra-
tos de formación, prácticas y CTFE;
consiguiendo las empresas con-
tar, de este modo, con mano de
obra barata durante un buen nú-
mero de años.

3. La reforma de las
prestaciones de 1992-1993

El crecimiento del gasto de pro-
tección por desempleo, especial-
mente a comienzos de los años
noventa, llevó a retocar la presta-
ción contributiva en 1992. Por una
parte, en cuanto a los requisitos
para percibir la prestación, se pasó
de la necesidad de haber estado
empleado seis meses en los últi-
mos cuatro años a doce meses en
los últimos seis años. Por otro lado,



el salario de reposición del primer
año se redujo en diez puntos por-
centuales. En suma, mediante va-
rios resortes, se dio una vuelta de
tuerca a los perceptores de pres-
taciones por desempleo. Al año
siguiente, se introdujo otra medi-
da en la misma dirección: la tri-
butación de los ingresos por pres-
taciones a efectos del IRPF. A raíz
de estos cambios, la tasa de co-
bertura respecto al desempleo re-
gistrado bajó unos veinte puntos
porcentuales en menos de dos
años. Aparte de motivos presu-
puestarios, parece que estas re-
formas intentaron acercar el mo-
delo español de prestaciones por
desempleo, hasta ese momen-
to más generoso, a la media de la
Unión Europea (UE), tratando de
impulsar el ingreso en el empleo
(willingness to work) para paliar
los problemas asociados al desem-
pleo de larga duración.

4. La reforma laboral 
de 1994

Esta reforma laboral, de es-
pectro más amplio que la anterior,
y que, entre otras cosas, intenta
corregir los principales efectos per-
niciosos de la reforma de 1984,
llega de nuevo en un entorno de
crisis de la economía española, y
con cifras récord de desempleo
(24 por 100). Esta reforma, al no
conseguirse un acuerdo con los
sindicatos, desembocaría en una
huelga general.

En cuanto a las modalidades
de contratación, lo más reseñable
de la reforma es la eliminación con
carácter general del CTFE (7) tras
una década de vigencia, aunque,
dada la relevancia adquirida por
esta figura contractual, se conce-
dió una prórroga de dieciocho me-
ses para facilitar la transición al
nuevo escenario. Con ello, se po-
nía fin a la irregularidad que su-
ponía, respecto a nuestro entor-

no, el contar con una contrata-
ción temporal no causal. En se-
gundo lugar, y en la línea, ya con-
siderada en la reforma de 1984 (y
fallida), de compaginar la inser-
ción laboral y la formación de los
jóvenes menos cualificados, de-
bemos reseñar el «contrato de
aprendizaje»; contrato dirigido a
jóvenes entre 16 y 25 años con ti-
tulación inferior a la formación
profesional. Este contrato, con una
duración máxima de tres años, se
caracteriza por una retribución del
70-80-90 por 100 de la corres-
pondiente a un trabajador equi-
valente a lo largo de esos tres
años, y por una dedicación del 15
por 100 de la jornada a tareas for-
mativas. En tercer lugar, para fa-
vorecer la inserción laboral de cier-
tos colectivos, debemos destacar
el intento de potenciación de la
contratación a tiempo parcial, fi-
gura poco utilizada en la econo-
mía española, mediante su flexi-
bilización. Así, se autorizó para
cualquier duración de jornada in-
ferior a la completa (antes existía
un máximo de dos tercios), se per-
mitió el cómputo anual de jorna-
da y los contratos de duración
marginal se ligaron a una protec-
ción social reducida (8).

En cuanto a la regulación del
despido, debemos reseñar que,
en lugar de modificar directa-
mente las indemnizaciones por
despido, como aconsejaban di-
versos estudiosos del tema, se
optó por facilitar otros aspectos.
En este campo, el elemento más
conocido (9) fue la ampliación de
las posibles causas de despido pro-
cedente. Así, junto a otras causas
ya admitidas, se añadieron las
«económicas», vinculadas a las
perspectivas futuras de la empre-
sa en el mercado. Como es fácil
imaginar, debido a esa redacción
tan imprecisa, las magistraturas
de Trabajo fueron incapaces de
enjuiciar adecuadamente este tipo
de despidos.

En cuanto a la negociación co-
lectiva, esta reforma introdujo im-
portantes transformaciones. Fun-
damentalmente, se produjo un
aumento sustancial del ámbito de
competencia de los convenios co-
lectivos. Así, se posibilita la modi-
ficación de ciertas regulaciones le-
gales (período de prueba, duración
de los contratos para la formación
o eventuales, límite de la jornada
de trabajo diaria), a la vez que im-
portantes materias pasan a ser
competencia de la negociación co-
lectiva (estructura salarial, remu-
neración de las horas extraordi-
narias, clasificación profesional,
distribución de la jornada a lo lar-
go del año, movilidad funcional y
geográfica de los trabajadores, 
y plus de antigüedad). Debemos
señalar que, desgraciadamente,
debido a que la negociación co-
lectiva no cubrió conveniente-
mente el espacio dejado por la re-
gulación administrativa previa y
sus nuevas competencias, y a los
acuerdos tácitos entre sindicatos y
empresarios (moderación salarial a
cambio de no hacer uso de una
mayor movilidad geográfica y fun-
cional), estas potenciales líneas 
de avance en la movilidad y la 
flexibilidad de la organización in-
terna del trabajo por las empre-
sas se desarrollaron muy escasa-
mente. Respecto a la estructura
de la negociación colectiva, po-
demos destacar los siguientes 
aspectos: 1) Apuesta por la des-
centralización de la negociación
colectiva (funcional y territorial),
poniéndose en cuestión el princi-
pio de no concurrencia, mante-
niéndose también el principio de
aplicación del convenio más favo-
rable; esto se tradujo en la prácti-
ca en combinaciones heterogé-
neas de convenios de distinto
nivel. 2) Regulación de las cláusu-
las de descuelgue del convenio;
aunque éstas apenas se desarro-
llaron en los años siguientes. En
suma, todos estos cambios res-
pecto a la negociación colectiva

CARLOS USABIAGA

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.° 111, 2007. ISSN: 0210-9107. «ANÁLISIS DE COYUNTURA. INSTRUMENTOS E INTERPRETACIÓN» 179



LA REFORMA DEL MERCADO DE TRABAJO: EL CASO ESPAÑOL

180 PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.° 111, 2007. ISSN: 0210-9107. «ANÁLISIS DE COYUNTURA. INSTRUMENTOS E INTERPRETACIÓN»

tuvieron una relevancia jurídica
profunda —menos ley, más ne-
gociación—, pero una repercu-
sión económica bastante limita-
da (Malo y Toharia, 1997).

Por último, siguiendo la prác-
tica habitual en los países de la UE,
esta reforma autorizó las empre-
sas privadas de colocación no lu-
crativas y las empresas de traba-
jo temporal. Sin embargo, al no
abrirse la puerta al funcionamien-
to de las empresas de colocación
con fines lucrativos, la competen-
cia en la intermediación del em-
pleo no se terminó de desarrollar.
Este cambio parecía apuntar a un
INEM más concentrado en las ta-
reas de formación y supervisión de
los desempleados, reforzándose
las políticas activas de empleo; sin
embargo, esta transformación no
se percibió con claridad en los años
posteriores a la reforma.

En suma, especialmente por
problemas de diseño, inercia y ac-
titud de los agentes implicados, la
reforma de 1994, a pesar de su
espectro amplio y buena orienta-
ción, no se acercó en cuanto a sus
resultados a las expectativas de sus
redactores. Por ejemplo, aparte de
otros aspectos que ya hemos co-
mentado, los problemas de exce-
siva temporalidad, ahora incluso
agravados por una mayor rotación
y una menor duración media de
los contratos (10), el bajo uso de la
contratación a tiempo parcial (por
debajo del 10 por 100) y la «ex-
plotación» de los trabajadores jó-
venes apenas se paliaron.

5. La reforma laboral de 1997

En esta reforma, a diferencia
de la anterior, el Gobierno se li-
mitó a rubricar los acuerdos al-
canzados previamente por las pa-
tronales y los sindicatos. En cuanto
a las modalidades de contratación,
la figura básica fue el «nuevo con-

trato de fomento» (NCF) de la con-
tratación indefinida, un contrato
dirigido a personas con edades
entre los 18 y 29 años, o de más
de 45, así como a parados que lle-
ven inscritos al menos un año
como demandantes de empleo y
minusválidos (11). Este contrato
se caracteriza por una indemniza-
ción por despido improcedente 
de treinta y tres días por año tra-
bajado, con un máximo de veinti-
cuatro mensualidades. Asimismo,
este contrato contaba con gene-
rosas bonificaciones en las cuotas
pagadas a la seguridad social. Ob-
viamente, el objetivo de esta fi-
gura era reducir la temporalidad,
abaratando los costes de la con-
tratación indefinida. En esta línea,
también se eliminó el contrato
temporal por lanzamiento de nue-
va actividad, introducido en la re-
forma de 1984. El contrato de
«aprendizaje» de la anterior re-
forma también fue retocado, me-
diante un «nuevo contrato de for-
mación», reduciéndose la edad
máxima de firma (21 años), así
como la duración máxima (dos
años); en cuanto a la remunera-
ción, ahora se fijó como suelo el
SMI (12). Esta reforma también re-
visó ligeramente la contratación a
tiempo parcial, reapareciendo los
contratos fijos discontinuos y au-
mentando las cotizaciones de los
contratos de duración marginal.

Ya hemos comentado que la
definición del despido proceden-
te «por causas económicas» de la
reforma de 1994 generó en la
práctica muchos problemas. En
esta reforma se proporcionó una
nueva definición, vinculada a la
posición competitiva en el merca-
do o a las exigencias de demanda
de las empresas. Como puede in-
tuirse, no se mejoró demasiado.
En cuanto a la negociación colec-
tiva, en esta reforma se aborda-
ron ciertos aspectos, como la ne-
cesidad de cubrir algunos vacíos
debidos a la inoperancia de la ne-

gociación colectiva tras la desre-
gulación de 1994, la apuesta por
el papel regulador principal de los
convenios sectoriales nacionales y
el establecimiento de ciertas pau-
tas de distribución de materias en-
tre los distintos ámbitos; pero, en
la práctica, no se produjeron avan-
ces reseñables en estos aspectos.

Como ya hemos señalado, esta
reforma abarató el empleo inde-
finido (13), pero no de forma ge-
neral, introduciendo una nueva
fuente de segmentación en nues-
tro mercado de trabajo. Debemos
apuntar también que esta refor-
ma tampoco consiguió bajar ape-
nas la tasa de temporalidad. Por
otro lado, la reforma encareció re-
lativamente por varias vías la con-
tratación a tiempo parcial (14), así
como la de los jóvenes trabajado-
res en formación. Por último, re-
señaremos que la redefinición del
despido por causas económicas y
las recomendaciones en materia
de negociación colectiva ya se
habían mostrado inoperantes en la
reforma de 1994.

6. La reforma laboral de 2001

Esta reforma estuvo impulsada
por el fin de la vigencia del NCF
(cuatro años), aunque los legisla-
dores aprovecharon para retocar
otros elementos del sistema. En
cuanto a la contratación tempo-
ral, las principales medidas son: 
1) Salvo en casos específicos, el
establecimiento de una indemni-
zación por finalización del con-
trato de ocho días de salario por
año trabajado. 2) Ampliación de
los colectivos que pueden ser con-
tratados para formación, sin res-
petar la edad máxima de 21 años.
3) Reducción, de trece meses y
medio a doce, de la duración má-
xima de los contratos eventuales
(por circunstancias del mercado,
acumulación de tareas o exceso
de pedidos). 4) Creación de un



nuevo contrato («inserción»), li-
mitado a las administraciones pú-
blicas, para realización de obras 
y servicios de interés general o 
social, a través de convenios de co-
laboración del INEM con corpora-
ciones locales y otras administra-
ciones, y en particular el Plan de
Empleo Rural. 5) Medidas en la di-
rección de evitar la discriminación
de los contratados temporales y
de regular el derecho a la infor-
mación de los trabajadores de las
empresas contratistas o subcon-
tratistas.

En materia de contratación in-
definida, podemos reseñar espe-
cialmente dos aspectos: 1) A di-
ferencia de la reforma de 1997,
se marca una vigencia indetermi-
nada para el NCF. 2) Extensión a
nuevos colectivos de desemplea-
dos de esta figura: jóvenes de 16,
17 y 30 años; mujeres, cuando
se contraten en profesiones u
ocupaciones con bajo índice de
empleo femenino y desemplea-
dos que hayan estado inscritos
como demandantes de empleo
entre seis y doce meses. Por otro
lado, tenemos la conversión de
los contratos temporales, inclui-
dos los formativos, celebrados
con anterioridad al 31 de di-
ciembre de 2003.

En cuanto a la contratación a
tiempo parcial, en esencia, se dio
marcha atrás a los cambios intro-
ducidos en 1998. Así, se suprime
el tope máximo del 77 por 100 de
la jornada a tiempo completo, se
elimina la concreción en el con-
trato del plan de trabajo del em-
pleado y se flexibiliza la realización
de horas extraordinarias (15). En
esta reforma también se establece
un programa de fomento del em-
pleo en el que, en comparación
con el preexistente, se amplían los
colectivos de desempleados ins-
critos en el INEM que pueden con-
tratarse con bonificaciones en las
cuotas empresariales a la seguri-

dad social. También se extienden
los incentivos económicos a los
perceptores del subsidio agrario y
a los primeros contratos indefini-
dos que realicen los trabajadores
autónomos (16). Por último, de-
bemos reseñar que con la reforma
se introduce la insuficiencia pre-
supuestaria como causa objetiva
de despido de los trabajadores
contratados indefinidamente en
las administraciones públicas para
la ejecución de planes y progra-
mas públicos.

Suele interpretarse que la re-
forma laboral de 2001 fue una re-
forma menor, centrada en las mo-
dalidades de contratación, que
encareció ligeramente la contra-
tación temporal, intentó extender
el ámbito del NCF, flexibilizó la con-
tratación a tiempo parcial e in-
tentó potenciar el empleo de los
colectivos más desfavorecidos me-
diante un programa de fomento
del empleo más general.

7. La reforma de las
prestaciones de 2002

Esta reforma surge en un con-
texto de confrontación entre los
sindicatos y el Gobierno, con huel-
ga general incluida. A continua-
ción, comentaremos sus tres prin-
cipales elementos.

En primer lugar, tenemos el co-
mienzo de la prestación desde el
cese por despido, con la consi-
guiente desaparición de los sala-
rios de tramitación. A este respec-
to, Malo y Toharia (2006) señalan
que las empresas pueden realizar
despidos sin que prácticamente
importe si la causa es justa o no,
siempre que no se vulneren los de-
rechos individuales, dando pie a
una reclamación por despido nulo,
y de una forma fácil y rápida: el
despido se resuelve como máxi-
mo en dos días. El inconveniente
para las empresas es que esto lo

consiguen a un cierto precio, que
consiste en un incremento sus-
tancial respecto a la indemniza-
ción fijada para un despido eco-
nómico procedente. En suma, para
las empresas se trata de un sis-
tema de despido libre, aunque
conlleva una penalización econó-
mica. Debemos señalar que el sis-
tema reseñado ha sido el utilizado
preferentemente, llegando sólo a
los organismos de mediación los
casos de trabajadores con alto po-
der de negociación. En conjunto,
se ha observado un ligero au-
mento de la tasa de despidos. Por
otro lado, la reforma también con-
templa la incompatibilidad de los
períodos de vacaciones no disfru-
tados con la percepción de pres-
taciones por desempleo, tratando
de frenar esta forma de proceder
por parte de las empresas.

En cuanto al «compromiso de
actividad», consiste en que el tra-
bajador rubrica su disponibilidad
para aceptar un empleo adecua-
do y realizar las actividades nece-
sarias para mejorar su empleabili-
dad y de búsqueda de empleo.
Esta figura puede implicar la obli-
gación de aceptar un «empleo
adecuado»: el coincidente con la
última actividad laboral desempe-
ñada o, transcurrido un año de
percepción continuada de presta-
ciones, el que así sea considerado
por el INEM cuando se ofrezca en la
localidad de residencia o a menos
de 30 kilómetros de ella, sin llegar
a las dos horas de desplazamien-
to o a un gasto mensual superior
al 20 por 100 del salario, con in-
dependencia del tipo de contrato.
Es decir, se admite la posibilidad
de cambio de itinerario profesio-
nal o de reducción del salario, con
el límite inferior del SMI. Esta re-
forma contempla también ciertas
infracciones y sanciones relacio-
nadas con el rechazo del «empleo
adecuado». Debemos apuntar que
esta vía no se desarrolló demasia-
do en la práctica.
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Otro elemento importante es la
nueva prestación contributiva por
desempleo para los trabajadores
eventuales agrarios, aunque se
mantiene el sistema existente para
los perceptores previos a la reforma.
Así, se establece un nuevo sistema
contributivo general para todo el
país —el anterior sólo cubría An-
dalucía y Extremadura— en fun-
ción del número de días cotizados
(17), y en el que se impulsa la mo-
vilidad geográfica de los percepto-
res; este último aspecto no se plas-
mó demasiado en la práctica.

Otros aspectos abordados en 
la reforma son los siguientes: 1) Po-
sibilidad de compatibilizar la pres-
tación por desempleo con el traba-
jo, o de capitalizar la prestación, bajo
determinados supuestos. 2) Re-
gularización de la protección por
desempleo para los trabajadores
fijos discontinuos. 3) Redefinición
de las rentas incompatibles con el
subsidio asistencial. 4) Reordena-
ción de la protección de los emi-
grantes retornados. 5) Mejoras en
el funcionamiento del INEM (mo-
dernización, potenciación de plan-
tilla, mayor atención a los desem-
pleados y énfasis en las actividades
formativas). 6) Programa de renta
activa de reinserción: persigue in-
sertar a ciertos colectivos con es-
peciales dificultades para ello 
(desempleados de más de 45 años
y más de doce meses en situación
de paro, desempleados discapa-
citados, emigrantes retornados y
víctimas de la violencia domésti-
ca), contemplándose también bo-
nificaciones para la contratación
de mujeres desempleadas que ha-
yan dado a luz en los últimos vein-
ticuatro meses.

III. LA GÉNESIS DE LA
REFORMA DE 2006

A continuación, vamos a des-
cribir, muy sintéticamente, el con-
tenido de una serie de documen-

tos relevantes que aparecieron 
en los años previos y en el perío-
do de gestación de la última re-
forma laboral española. Segura-
mente, el principal referente de
todos ellos son las directrices de
fomento del empleo aprobadas
por el Consejo Europeo Extraor-
dinario de Luxemburgo, en 1997;
directrices que giraban en torno 
a cuatro pilares: mejorar la «ocu-
pabilidad», desarrollar el «espíri-
tu de empresa», fomentar la ca-
pacidad de adaptación de los
trabajadores y las empresas, y ga-
rantizar la «igualdad de oportu-
nidades» (véase Fina, 2001). Pen-
samos que este apartado puede
ser interesante a efectos de de-
tectar en qué medida la reforma
de 2006 fue receptiva de todo ese
background subyacente.

1. Recomendaciones de la
Comisión Europea (18)

En primer lugar, haremos refe-
rencia a una serie de recomenda-
ciones generales de política eco-
nómica: 1) Elevar las bajas tasas
de empleo, especialmente entre
las mujeres, y reducir las amplias
disparidades regionales en el mer-
cado de trabajo. 2) Aumentar el
bajo nivel de productividad, re-
forzando la economía basada en
el conocimiento en términos de
los niveles educativos y cualifica-
ciones profesionales, la inversión
en tecnologías de la información,
I+D y resultados de la innovación.
3) Asegurar la sostenibilidad de
las finanzas públicas en el largo
plazo ante el envejecimiento de la
población.

A continuación, exponemos
unas recomendaciones específicas
para España, que desarrollan las
generales.

— Incentivar la participación la-
boral, especialmente entre las mu-
jeres, mediante la provisión de guar-

derías y un uso más extendido de
los contratos a tiempo parcial.

— Promover una reforma de la
negociación colectiva para que las
diferencias de productividad entre
trabajadores de diferente cualifica-
ción profesional, las condiciones lo-
cales del mercado de trabajo y las
circunstancias económicas de las
empresas tengan un mayor peso
en la determinación de los salarios,
así como eliminar gradualmente las
cláusulas de revisión salarial.

— Reformar la legislación so-
bre protección al empleo para re-
ducir la segmentación en el mer-
cado de trabajo entre diferentes
tipos de contrato.

— Facilitar la movilidad geo-
gráfica de los trabajadores me-
diante la eliminación de las dis-
torsiones fiscales y de otro tipo,
incluyendo la promoción de al-
quileres en el mercado de la vi-
vienda y reduciendo la rigidez de
la oferta de suelo.

— Aumentar el capital huma-
no cualificado, las inversiones en
I+D y en innovación, y la difusión
de tecnologías de las comunica-
ciones y de la información.

— Reforzar la competencia en
ciertos sectores, tales como el co-
mercio al por menor, y reducir la
carga administrativa sobre los ne-
gocios. Supervisar cuidadosa-
mente la evolución del mercado
de la electricidad.

— Proceder a una reforma
fundamental del sistema de pen-
siones, con vistas a reforzar el
vínculo entre cotizaciones y pres-
taciones, y controlar el aumento
del gasto en pensiones en el lar-
go plazo derivado de la previsi-
ble evolución demográfica.

Como puede observarse, estas
recomendaciones de política eco-



nómica del Consejo Europeo ex-
ceden ampliamente el ámbito la-
boral (política fiscal, política de I+D,
sistema de pensiones, defensa de
la competencia, educación, vivien-
da, etc.). Debemos reseñar que
prestar atención a todas esas inter-
acciones nos parece fundamental;
de hecho, esos aspectos también
están presentes en los otros do-
cumentos a los que hacemos re-
ferencia en este apartado (19).

Por su parte, en la línea de las
recomendaciones anteriores, las
directrices generales en materia
de políticas de empleo que apun-
ta el grupo de trabajo designa-
do por la Comisión Europea (Em-
ployment Taskforce) son tres: au-
mentar la adaptabilidad, hacer del
empleo una opción real para todos
e invertir en capital humano.

Esas directrices deberían abor-
darse mediante las siguientes me-
didas:

— Hacer los contratos indefini-
dos más atractivos para los empre-
sarios, desincentivando al mismo
tiempo los contratos temporales,
para luchar contra la segmentación
del mercado de trabajo; promover
el desarrollo de las agencias de tra-
bajo temporal, y remover las ba-
rreras al trabajo a tiempo parcial.

— Simplificar en mayor medi-
da la carga administrativa y regu-
ladora sobre las empresas.

— Reforzar la inversión en in-
vestigación y en innovación.

— Revisar la legislación sobre
negociación colectiva para mo-
dernizar la organización del tra-
bajo, y utilizar las posibilidades de
diferenciación salarial de acuerdo
con las condiciones locales, re-
gionales y sectoriales.

— Reforzar las acciones pre-
ventivas y las políticas activas del

mercado de trabajo para asegu-
rar una mayor movilidad geográ-
fica y ocupacional de los trabaja-
dores; promover un mayor acceso
de las personas desfavorecidas a
las políticas activas del mercado
de trabajo, en particular de los jó-
venes, inmigrantes y desemplea-
dos de larga duración; completar
la modernización de las oficinas
públicas de empleo y mejorar la
coordinación entre los servicios
públicos de empleo de ámbito re-
gional y local.

— Revisar los incentivos en re-
lación con la participación labo-
ral de las mujeres; aumentar el ac-
ceso a guarderías; motivar a los
hombres para aumentar su parti-
cipación en las tareas domésticas
y familiares.

— Desarrollar acciones en re-
lación con el envejecimiento ac-
tivo, incluyendo medidas a favor
del trabajo a tiempo parcial y de
la formación de los trabajadores
de mayor edad. Convencer a los
agentes sociales para que revisen
los convenios colectivos en esta
dirección.

— Reforzar las reformas edu-
cativas, en particular hacia la pre-
vención del fracaso escolar, y me-
jorar la calidad y la relevancia de
la educación primaria.

— Reforzar los incentivos a la
formación a lo largo de la vida la-
boral y el acceso a la formación,
en particular de los trabajadores
de menor cualificación.

2. El Plan Nacional 
de Reformas

Los objetivos de este Plan (Ji-
meno, 2006), que marcó la línea
de las reformas a desarrollar en 
la presente legislatura, pueden 
sintetizarse en tres indicadores: la
convergencia en renta per cápita

con la UE-25 en 2010, una tasa de
empleo del 66 por 100 en 2010,
y el consiguiente crecimiento de
la productividad en torno al 1,2
por 100 anual. Para conseguir esos
objetivos, se proponen tres cate-
gorías y siete ejes de actuación,
que son los siguientes: 1) Estrate-
gia macroeconómica (refuerzo de
la estabilidad macroeconómica y
presupuestaria). 2) Mejora de la
eficiencia de los factores produc-
tivos (plan estratégico de infraes-
tructuras y transporte, PEIT) y pro-
grama AGUA; aumento y mejora
del capital humano; estrategia
I+D+i (INGENIO 2010). 3) Regula-
ción de los mercados de bienes,
servicios y factores (más compe-
tencia, mejor regulación, eficien-
cia de las administraciones públicas
y competitividad; mercado de tra-
bajo y diálogo social —el eje más
próximo a la óptica de nuestro tra-
bajo—; plan de fomento empre-
sarial). A continuación profundi-
zaremos en el eje del mercado de
trabajo y el diálogo social.

3. Declaración para 
el diálogo social

Este documento, bajo el título
Competitividad, empleo estable y
cohesión social, fue firmado en
2004 por el Gobierno, las patro-
nales y los sindicatos, y ha servi-
do de sustrato a una veintena de
acuerdos hasta la fecha. A conti-
nuación, recogemos los principa-
les elementos apuntados en el
mismo.

Según sus redactores, el obje-
tivo del «diálogo social» es que
la sociedad española alcance unos
mayores niveles de desarrollo eco-
nómico, calidad en el empleo,
bienestar social, cohesión territo-
rial y sostenibilidad ambiental.

Para ello, se propone apostar
por un modelo de crecimiento eco-
nómico equilibrado y duradero,
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basado en la mejora de la com-
petitividad de las empresas y el in-
cremento de la productividad.
Además, las políticas deben hacer
frente, entre otros, a los siguien-
tes retos: globalización de la eco-
nomía, preservación del medio
ambiente, ampliación de la UE, so-
ciedad del conocimiento, des-
equilibrios territoriales, demogra-
fía, y flujos migratorios.

En este sentido, se establece
que las políticas públicas han de
actuar de manera prioritaria sobre
los siguientes grandes ejes o pila-
res: mercado de trabajo; educa-
ción y formación; infraestructuras
e inversión pública; investigación,
desarrollo e innovación; y política
industrial y medioambiental.

El documento apunta asimismo
que el proceso de diálogo social 
debería llegar hasta los siguientes
ámbitos: reducción de la tempora-
lidad, aumento de la participación
en el mercado de trabajo, inmigra-
ción, formación continua, políti-
cas activas de empleo, mejora de
los servicios públicos de empleo,
negociación colectiva, salud y se-
guridad en el trabajo, inspección
de trabajo y seguridad social, sa-
lario mínimo interprofesional, de-
rechos de los representantes de los
trabajadores, papel de los interlo-
cutores sociales, organización de la
seguridad social, política industrial
y sostenimiento medioambiental.

4. Informe de la Comisión 
de Expertos para el
Diálogo Social

A continuación, sintetizaremos
las conclusiones de dicho informe,
consistentes en una serie de refle-
xiones acerca de la reforma del mer-
cado de trabajo (Cruz et al., 2005).

Las principales debilidades del
mercado de trabajo español, se-
gún los autores del informe, son:

el insuficiente nivel de la tasa de
empleo y su desigual distribución
por grupos de población, la ele-
vada tasa de temporalidad, la des-
igual e ineficiente cobertura de la
protección social y la baja tasa de
crecimiento de la productividad.
En su opinión, esta situación es
consecuencia de muchas reformas
marginales, que han seguido es-
trategias diferentes, a veces con-
tradictorias entre sí; todas ellas
poco exitosas desde el punto de
vista del equilibrio entre la flexibi-
lidad y la seguridad en el empleo.

Para los autores del informe,
las directrices a tener en cuenta
para avanzar en este campo son
las siguientes:

— El contexto socioeconómi-
co ha cambiado. Entre otros fac-
tores, podemos citar los siguientes:
creciente competencia interna-
cional, mayor movilidad de los fac-
tores de producción, innovaciones
tecnológicas, creciente participa-
ción de la mujer, envejecimiento
de la población, mayor volatilidad
del empleo y mayor heterogenei-
dad de la oferta de trabajo.

— El crecimiento económico
experimentado durante la última
década por la economía españo-
la muestra ciertas debilidades: es-
cenario demográfico y macroe-
conómico difícilmente sostenible,
sesgo sectorial hacia determina-
das actividades que ha provocado
desequilibrios, baja tasa de creci-
miento de la productividad, pér-
dida de competitividad de la eco-
nomía española, excesiva rotación
laboral e inadecuación de la or-
ganización interna de las empre-
sas al potencial productivo de las
nuevas tecnologías.

— La mejor contribución que
pueden hacer las políticas ma-
croeconómicas (monetaria y fis-
cal) al crecimiento económico
equilibrado y sostenido consiste

en promover un escenario de es-
tabilidad macroeconómica que
permita mantener tasas de infla-
ción bajas y unas cuentas públi-
cas saneadas. El nivel más eleva-
do de empleo, de calidad, debe
conseguirse mediante «reformas
estructurales».

— Las empresas españolas ne-
cesitan un marco laboral flexible,
en el que puedan tener capacidad
de adaptación y respuesta a las
exigencias de un entorno compe-
titivo cambiante y cada vez más
exigente. En ese marco ha de ga-
rantizarse igualmente la seguridad
de los trabajadores y la calidad del
empleo.

— Es necesario abordar la re-
forma de las políticas de empleo
con un enfoque global, y no me-
diante reformas parciales.

— Hay que tener en cuenta
todos los cauces de ordenación le-
gal del mercado de trabajo espa-
ñol. Así, por ejemplo, los agentes
sociales y el control judicial son
factores esenciales que influyen
sobre la eficacia de los instru-
mentos de las políticas de empleo.

— Las políticas de empleo de-
berían proteger a los trabajado-
res, no a los puestos de trabajo. En
lugar de defender un único y per-
manente puesto de trabajo, se tra-
ta más bien de potenciar la ocu-
pabilidad o adaptabilidad de los
trabajadores.

— Es necesario que las políti-
cas de empleo, y en concreto las
políticas activas del mercado de
trabajo, sean sometidas a un pro-
ceso de evaluación continuo y ri-
guroso.

— La flexibilidad es un con-
cepto multidimensional, y no de-
be ser abordada exclusivamente
como un problema de restriccio-
nes a las extinciones de los con-



tratos de trabajo. Hay que prestar
atención también a la flexibilidad
interna de las empresas.

— La temporalidad se puede
concebir como un instrumento al
servicio de varios objetivos, si bien
en la actualidad existe un claro di-
vorcio entre su concepción en el
plano jurídico y su incidencia real.
Así, en la práctica, se está usando
como un instrumento que pro-
porciona flexibilidad, externa e in-
terna, a las empresas para todo
tipo de actividades.

— Las políticas de empleo
ocupan acertadamente un lugar
prioritario en la agenda política,
pero también otras reformas es-
tructurales son imprescindibles
(educación básica, formación per-
manente, innovación tecnológica
y reducción de las barreras a la
competencia).

Como se ha podido observar
en este apartado, las directrices
internacionales y nacionales apa-
recidas durante los años previos y
la génesis de la reforma coinciden
en bastantes aspectos. Como po-
dremos apreciar en el apartado si-
guiente, las reformas de 2006 tu-
vieron un espectro bastante más
limitado.

IV. LAS REFORMAS 
DE 2006 (20)

1. Contenidos de la reforma
laboral

A continuación, vamos a reali-
zar un análisis, más detallado que
en los casos anteriores, de esta re-
ciente reforma surgida de un acuer-
do tripartito (Gobierno, patronales
y sindicatos), que configura el mar-
co regulador vigente de nuestro
mercado de trabajo.

Desde el punto de vista de su
finalidad, las medidas recogidas

en la reforma laboral podrían ser
clasificadas de la siguiente forma:
1) Medidas dirigidas a impulsar y
apoyar el empleo, la contratación
indefinida y la conversión de em-
pleo temporal en fijo, bonifican-
do y estimulando los nuevos con-
tratos indefinidos y reduciendo las
cotizaciones empresariales al Fon-
do de Garantía Salarial y por des-
empleo, centradas estas últimas
en el empleo estable. 2) Medidas
que persiguen limitar la utilización
sucesiva de contratos temporales.
3) Medidas que pretenden intro-
ducir una mayor transparencia 
en la subcontratación de obras y
servicios entre empresas cuando
comparten un mismo centro de
trabajo. 4) Medidas de refuerzo
de los recursos humanos y mate-
riales de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social, articulándose
también la participación de los in-
terlocutores sociales en la defini-
ción de sus objetivos y programas.
5) Medidas destinadas a poten-
ciar la eficiencia de las políticas
activas de empleo y la capacidad
de actuación de los servicios pú-
blicos de empleo. 6) Medidas de
mejora de la protección de los tra-
bajadores ante la falta de empleo,
tanto en materia de protección
por desempleo como en las pres-
taciones del Fondo de Garantía
Salarial.

El cuadro n.º 1 recoge los prin-
cipales cambios introducidos por la
reforma laboral, comparando el
marco previo con el que existe tras
la reforma.

A continuación, en el cuadro
número 2, se exponen con más
detalle las características del nue-
vo programa de fomento del em-
pleo, que, como puede observar-
se, intenta apoyar a determinados
colectivos con especiales proble-
mas de acceso al mercado laboral,
aparte de incorporar un plan de
choque de potenciación del em-
pleo indefinido.

En nuestra opinión, el princi-
pal objetivo que persiguen estas
medidas es la reducción de la tem-
poralidad y sus problemas asocia-
dos. Según Jimeno (2005), para
reducir la temporalidad existen dos
vías directas (21): 1) Reforzamiento
del principio de causalidad de la
contratación temporal. 2) Modifi-
cación de los costes relativos de
la contratación temporal frente a
la indefinida. En este sentido, esta
reforma ha apostado básicamen-
te por la segunda vía, jugando
para ello con ciertos incentivos y 
la reducción de las cotizaciones
empresariales en favor del empleo
indefinido. Con respecto a la pri-
mera vía, en lugar de una regu-
lación precisa de la tipología de
puestos de trabajo, o de dejar el
tema en manos de un tipo de ne-
gociación colectiva que debería
haberse transformado —por ejem-
plo, potenciando los convenios de
empresa a este respecto—, se ha
tratado de cubrir esencialmente
mediante la prohibición del enca-
denamiento de contratos tempo-
rales. Esperemos que los empre-
sarios respondan a los incentivos
económicos y que no opten por
adoptar comportamientos estra-
tégicos para soslayar dicha prohi-
bición, ya que esto incluso podría
colocar a ciertos colectivos de tra-
bajadores en peor situación que
la de partida.

2. El coste y los efectos 
de la reforma laboral

Un aspecto importante que hay
que evaluar en cualquier reforma es
el presupuestario. En este sentido,
debemos tener en cuenta que el
coste de medidas como el fortale-
cimiento de la plantilla de la Ins-
pección de Trabajo y de Seguridad
Social, la mejora en la eficiencia de
las políticas activas de empleo o la
ampliación de la capacidad de ac-
tuación del Sistema Nacional de
Empleo puede ser difícil de estimar.
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CUADRO N.º 1

REFORMA LABORAL DE 2006: PRINCIPALES CAMBIOS

Apartados Situación previa Tras la reforma

Contratación

Contratos temporales No existen límites para el encadenamiento Se prohíbe el encadenamiento abusivo
de sucesivos contratos temporales (más de 24 meses en un período de 30)

Contrato de fomento Se puede concertar con determinados colectivos Se permite para la conversión de contratos temporales 
de la contratación de trabajadores desempleados en indefinidos, que estaba suspendida (sólo se
indefinida permitía para contratos temporales anteriores

al 31 de diciembre de 2003)
Cesión de trabajadores Sólo puede efectuarse a través de ETT autorizadas Se define de manera clara la cesión ilegal de trabajadores

Incentivos a la contratación

Beneficiarios Colectivos de desempleados con especiales Se amplía a jóvenes varones desempleados 
dificultades de empleo acogidos al contrato de entre 16 y 30 años
fomento de la contratación indefinida Se crea un nuevo incentivo a la contratación indefinida

de mujeres que se reincorporen al trabajo después 
de cinco años de inactividad

Se conceden ayudas durante el segundo semestre
de 2006 para la conversión de contratos temporales 
en indefinidos. A partir de 2007, estas ayudas
quedarán suspendidas

Bonificaciones Bonificados con un porcentaje de la cuota Se sustituyen por módulos fijos de ayuda mensual 
a la seguridad social, lo que beneficia más según el colectivo de beneficiarios
a los trabajadores con salarios altos (entre 500 y 3.200 euros mensuales)

Duración Dos años, salvo para mayores de 45 años Se amplía a cuatro años con carácter general y se 
y discapacitados, que son indefinidas mantiene indefinida para los colectivos que ya

la tenían

Reducción de costes empresariales

Cotizaciones No hay reducciones desde hace muchos años Reducción de 0,25 puntos y un 0,25 adicional a partir 
empresariales del 1 de julio de 2008, limitada a los contratos 
por desempleo indefinidos

Eliminación del recargo para contratos temporales
a tiempo completo de ETT

Cotizaciones al Fondo 0,40 puntos sobre la cuota empresarial Se reduce a 0,20 puntos
de Garantía Salarial a la seguridad social
(FOGASA)

Protección por desempleo

Prestación por desempleo Los trabajadores fijos discontinuos tienen limitado Se mejora el acceso a las prestaciones por desempleo 
el acceso a algunas prestaciones por desempleo. a los trabajadores fijos discontinuos en los períodos 
Los socios temporales de cooperativas de trabajo de inactividad productiva y a los socios trabajadores 
no tienen estas prestaciones de cooperativas cuando finalice su relación societaria

temporal
Subsidio por desempleo Los mayores de 45 años sin responsabilidades Se extiende el derecho a todos los mayores de 45 años

familiares no tienen derecho al subsidio sin responsabilidades familiares que hayan agotado 
de seis meses si no han agotado una prestación una prestación contributiva
contributiva de al menos doce meses

Renta activa de inserción Tiene un carácter de simple ayuda económica, que Se considerará un derecho subjetivo, por el cual 
se renueva anualmente en la Ley de Presupuestos se cotizará a la seguridad social

Protección por FOGASA en caso de insolvencia empresarial

Cuantía de los salarios Máximo del doble del SMI Se amplía al triple del SMI
abonables

Días abonables 120 días Se extiende a 150 días
Pagas extraordinarias Excluido el abono de la parte proporcional Se incluye el abono de la parte proporcional

abonables
Base de cálculo de 25 días por año de servicio Se aumenta a 30 días por año de servicio

las indemnizaciones
por despido



Según el Ministerio, la reforma la-
boral tendrá un coste (directo) es-
timado, en forma de incremento
respecto a las previsiones existen-
tes a inicios de 2006, de 2.164,9
millones de euros entre 2006 y
2007 (870,9 en 2006 y 1.294 en
2007). Esa cantidad hay que su-
marla a los casi 3.000 millones de
euros anuales que ya se destina-
ban a los incentivos al empleo. Ló-
gicamente, el principal gasto se
producirá en 2007, al haber en-
trado la reforma en funciona-
miento el 1 de julio de 2006, aun-
que también es cierto que en el
2006 ha operado el plan de cho-
que contra la temporalidad. La
partida más importante la consti-
tuye la reducción de las cotiza-
ciones empresariales (1.273,5 mi-
llones para 2006-2007, casi un 60
por 100 del total). Por su parte,
el aumento del gasto en incenti-
vos a la contratación y el aumen-
to de las prestaciones suponen,
respectivamente, 332,5 y 558,9
millones en el mismo período. Se-
gún el Ministerio, el coste de la re-
forma se financiará casi en exclu-
siva con las cotizaciones sociales. Es
por ello por lo que las patronales
apuntaban que los empresarios no
están siendo subsidiados con la
reforma, ya que son las empresas

las que pagan dichas cotizacio-
nes; aunque ello sí podría tener
consecuencias de cara al Pacto
de Toledo. El Ministerio ha calcu-
lado que las rebajas en las coti-
zaciones empresariales pueden
suponer una reducción entre el 3
y el 4 por 100 de los costes la-
borales de las empresas. Por su
parte, según cálculos de las pa-
tronales, la reforma puede supo-
ner unos 4.000 millones de eu-
ros anuales de ahorro para las
empresas. Aunque, como se ha
señalado, el Ministerio ha afir-
mado que la reforma se finan-
ciará básicamente con cotiza-
ciones sociales, creemos que ésta
incluye medidas que podrían
afectar a otras fuentes de finan-
ciación, aumentando además las
cifras de coste comentadas pre-
viamente. En este sentido, sería
interesante contar con unas pro-
yecciones más completas y de
medio plazo. Esperemos que la
reforma no suponga una losa de-
masiado pesada para las cuentas,
relativamente saneadas, de la se-
guridad social. Otras iniciativas
del Gobierno, como la Ley de De-
pendencia, la rebaja de impues-
tos incluida en la reforma fiscal o
el plan de ayuda para los jóvenes
anunciado en el último Debate

sobre el Estado de la Nación (22),
también podrían ser preocupan-
tes desde esta perspectiva.

A fecha 30 de noviembre de
2006, el volumen total de con-
tratos bonificados acogidos al
Real Decreto-Ley 5/2006 fue de
559.968, de los que 546.151 fue-
ron indefinidos (97,53 por 100)
y 13.817 fueron temporales (2,47
por 100). En cuanto a los colec-
tivos implicados, 61.355 contra-
tos correspondieron a mujeres
(11,23 por 100), 44.203 a jóvenes
varones entre 16 y 30 años (8,09
por 100), 31.282 a mayores de
45 años (5,73 por 100), 5.568 a
personas con discapacidad (1,02
por 100), 3.419 a otros colecti-
vos (0,63 por 100) y, por último,
400.324 a distintos tipos de con-
versiones a contratos indefinidos
(73,30 por 100). Comparando
con las cifras de 2005, los me-
nores de 25 años contratados en
construcción y servicios han sido
los más beneficiados por los con-
tratos indefinidos iniciales, mien-
tras que los mayores de 45 y las
mujeres han destacado en las
conversiones. Al anunciar la re-
forma, el Ministerio estimó que,
en cuanto a la reducción de la
temporalidad, el plan de choque

CUADRO N.º 1 (continuación)

REFORMA LABORAL DE 2006: PRINCIPALES CAMBIOS

Apartados Situación previa Tras la reforma

Protección por FOGASA en caso de insolvencia empresarial (cont.)

Tope de indemnización Doble del SMI Se amplía al triple del SMI
abonable

Indemnizaciones por fin Excluidas del Fondo Se incluyen
de contrato temporal,
conciliación judicial,
despido objetivo,
etcétera

Potenciación de la inspección de Trabajo y Seguridad Social

Plantilla de inspección 790 inspectores y 828 subinspectores Se incrementa la dotación a 1.000 inspectores
y 1.000 subinspectores

Fuente: Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.
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CUADRO N.º 2

PROGRAMA DE FOMENTO DE EMPLEO (2006) (BONIFICACIONES EMPRESARIALES A LA CONTRATACIÓN LABORAL)

Colectivos Descripción Cuantía anual (euros) Duración

Bonificaciones a la contratación indefinida

Mujeres Desempleadas y víctimas de violencia de género 850 Cuatro años
Contratadas en los veinticuatro meses siguientes 1.200 Cuatro años

al parto
Contratadas después de cinco años de inactividad 1.200 Cuatro años

laboral, si, anteriormente a su retirada, han
trabajado, al menos, tres años

Mayores de 45 años 1.200 Toda la vigencia
del contrato

Jóvenes De 16 a 30 años 800 Cuatro años

Otros colectivos Parados de al menos seis meses y trabajadores 600 Cuatro años
y situaciones especiales en situación de exclusión social

Personas con discapacidad 3.000 Toda la vigencia
del contrato

Personas con discapacidad severa, procedentes 3.200 Toda la vigencia
de enclaves laborales del contrato

Conversiones en indefinidos de contratos formativos, 500 Cuatro años
de relevo y sustitución por jubilación

Plan extraordinario para la conversión de empleo temporal en fijo

Conversiones en indefinidos de contratos temporales, incluidos los contratos 800 Tres años
formativos, de relevo y de sustitución por jubilación, en todos los casos
celebrados antes del 1 de junio de 2006, siempre que la conversión se realice
antes del 1 de enero de 2007

Bonificaciones en supuestos excepcionales de contratación temporal

Personas con discapacidad 2.200 Toda la vigencia
del contrato

Víctimas de violencia de género o doméstica 600 Toda la vigencia
del contrato

Personas en situación de exclusión social 500 Toda la vigencia
del contrato

Bonificaciones para el mantenimiento del empleo indefinido

Contratos de carácter indefinido de trabajadores de 60 o más años con una 50 por 100 de Toda la vigencia
antigüedad en la empresa de cinco o más años aportación empresarial del contrato

por contingencias
comunes, salvo
incapacidad temporal,
incrementándose
anualmente un
10 por 100, hasta
el 100 por 100

Mujeres con contrato suspendido (indefinido o temporal que se transforme 1.200 Cuatro años
en indefinido) reincorporadas tras la maternidad

Fuente: Real Decreto-Ley 5/2006, para la mejora del crecimiento y del empleo.



afectaría a unos 500.000 traba-
jadores, mientras que el conjun-
to de la reforma afectaría a un
millón de trabajadores hasta 2008
(en ciertos círculos se ha habla-
do incluso de 1,5), bajando la
tasa de temporalidad en más de
cuatro puntos porcentuales. Di-
versos autores, como Toharia
(2006), han cuestionado dichas
predicciones.

3. Otras reformas
relacionadas

3.1. Regulación de la
subcontratación 
en la construcción

Un ámbito sumamente com-
plementario con la reforma labo-
ral de 2006 es el recogido en la
Ley 32/2006, reguladora de la sub-
contratación en el sector de la
construcción; sector éste clara-
mente destacado desde el punto
de vista de la precariedad laboral
y la siniestralidad. Este tema es es-
pecialmente importante también
debido al notable peso del sector
en la economía española durante
las últimas décadas (23). Obser-
vando las medidas propuestas,
está muy claro el objetivo de la re-
gulación. Así, tras un período de
ajuste, aquellas empresas cuya ac-
tividad habitual consista en ser
contratadas o subcontratadas en
obras de construcción deberán
contar con al menos un 30 por 100
de trabajadores con contrato in-
definido, aparte de reunir otra se-
rie de garantías, quedando inscri-
tas en el Registro de Empresas
Acreditadas. Por otro lado, se es-
tablece el límite de hasta tres ni-
veles de subcontratación en cas-
cada, que llegan a cuatro sólo en
casos excepcionales (fuerza ma-
yor, gran especialización, etc.), y
no pueden subcontratar ni los tra-
bajadores autónomos ni aquellos
subcontratistas cuya labor consis-
ta fundamentalmente en la apor-

tación de mano de obra. Asimis-
mo, la ley señala que cada con-
tratista deberá disponer de un 
Libro de Subcontratación, que de-
berá contener información sobre
las subcontrataciones realizadas y
sobre otros muchos aspectos, y al
que tendrán acceso las autorida-
des laborales, los representantes
de los trabajadores; etc. Esta ley
también apunta a la negociación
colectiva de ámbito estatal del sec-
tor de la construcción para velar
por una serie de aspectos: la ade-
cuada representación de los tra-
bajadores; que los trabajadores
cuenten con la adecuada forma-
ción específica, pudiendo llegar a
expedirse una cartilla profesional
para cada trabajador; y la calidad
en el empleo, esto es, la adapta-
ción del contrato de obra y servicio
determinado mediante fórmulas
que garanticen mayor estabilidad.
En caso de incumplimiento de las
medidas de garantía apuntadas
(acreditación, registro, etc.), se 
establece la responsabilidad soli-
daria entre el contratista y las em-
presas subcontratadas. En mi opi-
nión, la lectura de conjunto de
todas estas medidas apunta en la
dirección de unas mayores ga-
rantías de funcionamiento para
este sector, hasta ahora sumido
en una situación de irregularidad
manifiesta. La potenciación de la
Inspección de Trabajo y Seguridad
Social, recogida en la reforma la-
boral, deberá ser una pieza fun-
damental a este respecto. Espe-
remos que los efectos de estas
medidas, en forma de una re-
ducción drástica de las elevadas
cifras de siniestralidad (24) y una
regularización del empleo irregu-
lar, se perciban pronto.

3.2. Estatuto Básico 
del Empleado Público

Este documento fue aprobado
por el Congreso el 21 de diciem-
bre de 2006, y afectará a unos 2,5

millones de trabajadores. Un as-
pecto muy mencionado, a la luz
de la reciente reforma laboral, es
el de la «hipocresía» de la Admi-
nistración pública, al tratar de
combatir una práctica en el sec-
tor privado, el encadenamiento
de contratos temporales, que está
muy extendida en el sector públi-
co. Uno de los principales objeti-
vos del documento es el diseño
de un modelo homogéneo de la
función pública para todas las ad-
ministraciones. El Estatuto desta-
ca la relevancia de la evaluación
del rendimiento de los trabajado-
res públicos a efectos de promo-
ción, pero también a efectos de
mantenimiento del empleo. Los
trabajadores públicos se clasifica-
rán en tres categorías: funcionario,
laboral y eventual, regulándose
asimismo la figura del personal di-
rectivo, sujeto a especiales res-
ponsabilidades. Las retribuciones
básicas serán iguales para todas
las administraciones públicas, mien-
tras que las complementarias se-
rán fijadas por cada Administra-
ción. Un objetivo básico será la re-
ducción de la temporalidad, para
lo que se articularán procesos ex-
traordinarios de consolidación del
empleo. Asimismo, los interinos
(unos 650.000) tendrán derecho al
cobro de trienios. Se regulará el
acceso al empleo público, velando
por los principios de igualdad, mé-
rito, capacidad y publicidad. Los
procesos de selección se moder-
nizarán, apostándose por la pro-
fesionalización de los órganos de
selección, en los que primarán los
criterios técnicos sobre la adscrip-
ción política o sindical. Los fun-
cionarios tendrán que someterse
a un código de conducta que re-
gulará sus derechos y deberes, y
que incluirá cuestiones relaciona-
das con la igualdad entre hom-
bres y mujeres, la lucha contra la
violencia de género, la intoleran-
cia hacia cualquier tipo de discri-
minación y la protección ante si-
tuaciones especiales. También se
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presta atención a la conciliación
entre la vida laboral y familiar. Asi-
mismo, se potenciarán los dere-
chos de representación y de ne-
gociación colectiva. Por último,
también se regulan aspectos re-
lacionados con la jubilación anti-
cipada y parcial, en la línea de
aproximarse a la regulación del
sector privado. Debemos señalar
que, sobre el papel, la gran ma-
yoría de los aspectos comentados
nos parecen positivos, aunque ha-
brá que prestar atención a si se
consiguen implementar adecua-
damente en la práctica (pensemos,
por ejemplo, en la evaluación del
rendimiento o en las mejoras en
los procesos de selección). Un as-
pecto que nos parece inconsisten-
te en el documento es la apuesta
por las máximas garantías en el ac-
ceso a la función pública cuando,
a la vez, se presiona para comba-
tir la elevada temporalidad en un
corto período de tiempo.

3.3. Acuerdo sobre medidas en
materia de seguridad social

Se trata de un acuerdo que se
firmó en julio de 2006, con el con-
senso del Gobierno, las patrona-
les y los sindicatos, y que se remi-
tió al Congreso en diciembre. A
continuación, comentaremos sus
principales medidas: 1) Incentivos
a la prolongación voluntaria de la
vida laboral: incremento de la
cuantía de la pensión en un 2 por
100 por cada año adicional coti-
zado a partir de los 65 años (3 por
100 si se acreditan más de cua-
renta años cotizados), y reducción
de 60 a 59 años del límite inferior
de edad para optar a las bonifica-
ciones por la contratación de tra-
bajadores mayores con cinco años
de antigüedad. 2) Aumento del pe-
ríodo mínimo para generar una
pensión de jubilación a quince años
efectivos (frente a los trece ante-
riores). 3) Condiciones más rigu-
rosas para acogerse a la jubilación

parcial, especialmente en los su-
puestos en que ésta se vincula a la
celebración de un contrato de re-
levo. 4) Mejoras en las pensiones
en ciertos casos concretos de jubi-
lación anticipada, así como reduc-
ción de la edad autorizada en tra-
bajos especialmente peligrosos. 
5) Mejora en la base de cotización
durante la percepción del subsidio
de desempleo para los mayores de
52 años. 6) Mejoras para los tra-
bajadores afectados por incapaci-
dad permanente y temporal, así
como medidas de reordenación del
sistema (listado de enfermedades
profesionales, funciones de los or-
ganismos implicados, etc.). 7) Me-
didas orientadas a la simplificación
e integración de los actuales regí-
menes especiales (trabajadores
agrarios y de hogar). 8) Por último,
indicaremos que el acuerdo tam-
bién recoge alguna mejora pun-
tual de la acción protectora no 
contributiva, y revisa las pensiones
de viudedad (incluidas las parejas
de hecho) y orfandad. Desde nues-
tra óptica, quizá las medidas más
destacables sean las dirigidas a la
prolongación de la vida laboral. Es-
peremos que estas medidas con-
tribuyan a regularizar la salida de
los trabajadores mayores del mer-
cado de trabajo, área que ha es-
tado en muchas ocasiones some-
tida a políticas coyunturales con
distintos fines, que la desnaturali-
zaban. También debemos reseñar
que no se trata de una reforma tan
ambiciosa como la acometida en
otros países, seguramente debido
al relativo saneamiento del siste-
ma en estos momentos.

4. Las principales tareas
pendientes

4.1. Estructura de la
negociación colectiva

Diversos documentos recogidos
en el apartado anterior apuntaban
a que, entre otros elementos, la

estructura de la negociación co-
lectiva, entendida en un sentido
amplio, debería haber sido objeto
de la reforma laboral de 2006. Sin
embargo, ya hemos observado en
nuestra revisión que se trata de un
tema prácticamente tabú en las re-
formas laborales de nuestro país,
especialmente en las reformas con-
sensuadas con los sindicatos, como
es la de 2006. Es más, cuando se
apuntaron medidas en esta línea
en las reformas sin contar con los
sindicatos, como ocurrió en 1994,
éstas apenas se desarrollaron. La
siguiente cuestión que podemos
plantearnos es en qué sentido de-
bería retocarse el modelo. Existe
notable consenso entre los eco-
nomistas en que la estructura de la
negociación colectiva española no
sale bien parada de la compara-
ción con otros modelos. En esen-
cia, los modelos «centralizados»
(tipo Suecia) tienen la ventaja de
poder coordinar la negociación la-
boral con la evolución de las prin-
cipales variables de la economía
(desempleo, inflación, crecimien-
to, etc.), mientras que los mode-
los «descentralizados» (tipo EE.UU.)
presentan la ventaja de poder ajus-
tar la negociación laboral a la evo-
lución particular de las empresas
(ventas, productividad, etc.). Por
su parte, el modelo español pre-
senta un grado de centralización
intermedio, con lo que, en la línea
de Calmfors y Driffill (1988) y Ji-
meno (1992), no disfruta de nin-
guna de las dos estrategias rese-
ñadas. En este sentido, Bentolila y
Jimeno (2002) proponen una re-
forma basada en la descentraliza-
ción y la coordinación. Así, estos
autores plantean las siguientes 
directrices: 1) Reforzar la repre-
sentatividad de los sindicatos que
toman parte en la negociación. 
2) Ampliar la posibilidad de con-
currencia conflictiva de los conve-
nios colectivos, aunque ciertas ma-
terias deberían ser reservadas para
los convenios estatales de rama. 
3) Suprimir la eficacia general auto-



mática de los convenios de ámbi-
to superior a la empresa. 4) Incen-
tivar la renegociación de los con-
venios colectivos, estableciendo un
límite temporal y una solución por
defecto. 5) Facilitar la coordinación
entre las patronales y los sindicatos,
mediante los foros adecuados.
Como se puede observar, dada la
inercia y los titubeos en este terre-
no, en esencia, estos autores cues-
tionan los principios emanados del
Estatuto de los Trabajadores. As-
pectos básicos del funcionamien-
to del mercado de trabajo, como la
estructura salarial, la movilidad y
la flexibilidad interna del trabajo
por las empresas, dependen de los
avances en este terreno (véase Pé-
rez Infante, 2003).

4.2. Evaluación de las políticas
activas del mercado de
trabajo

En la reforma laboral de 2006
se apunta la necesidad de mejorar
la eficiencia de las políticas acti-
vas de empleo. En este sentido,
desde incluso antes de las reco-
mendaciones de la OCDE de me-
diados de los años noventa (OECD
Jobs Study, 1994), parece existir
consenso sobre la necesidad de
potenciar relativamente las políti-
cas activas del mercado de traba-
jo respecto a las pasivas, pero poco
se ha aportado en cuanto a la jus-
tificación de esa transferencia.
Martin (2000) revisa la experiencia
existente en cuanto a las políticas
activas en los países de la OCDE y
apunta que, en general, no se ha
avanzado mucho en este tipo de
evaluación para dichos países (25),
entre otras causas, por los cam-
bios continuos en el diseño de los
programas, por problemas con los
datos y las técnicas (Durán, 2004)
y por la falta de independencia de
ciertos organismos evaluadores.
En este sentido, recomienda que
la necesidad de evaluación sea ya
considerada al diseñar los progra-

mas, y que no se trate de un ejer-
cicio ex-post. Asimismo, destaca
que está de moda entre los polí-
ticos abogar por las políticas acti-
vas frente a las pasivas, pero que,
en la práctica, las cifras no resul-
tan tan claras, debido al carácter
más rígido de los fondos dedica-
dos a las segundas. También se-
ñala la gran relevancia de las inter-
acciones entre las políticas activas
y pasivas, abogando por la nece-
saria coordinación entre ellas.

A pesar de las serias limitaciones
de la evidencia existente, este au-
tor extrae cinco sugerencias rese-
ñables: 1) Apoyarse, en lo posible,
en un profundo asesoramiento, in-
centivos para la inserción laboral y
programas de ayuda para la bús-
queda de empleo, siendo vitales la
supervisión de la actividad de bús-
queda de empleo y la presión para
la aceptación de empleos. 2) Man-
tener los programas de formación
públicos en una escala reducida, 
y ajustados a las necesidades es-
pecíficas de los buscadores de em-
pleo y los empleadores locales. 
3) Respecto a los jóvenes desfavo-
recidos, la intervención debe co-
menzar a edades tempranas y ser
sostenida; la tutoría por adultos
parece ofrecer buenos resultados.
4) Los subsidios para el empleo 
deben ser de corta duración, bien
definidos y supervisados atenta-
mente. 5) Usar los subsidios por
comienzo de negocio sólo para
una minoría de desempleados que
demuestren habilidades empresa-
riales y motivación para sobrevivir
en un entorno competitivo.

En cuanto a las cifras propor-
cionadas en este trabajo para el
caso español, centrándonos en el
año más reciente para el que se
ofrecen datos (1997), se observa
que si bien España presenta un
gasto público total, en porcenta-
je del PIB, dedicado a medidas para
el mercado de trabajo similar al
de la media de los países de la UE

o la OCDE (en torno al 2,5 por 100)
(26), la parte del mismo dedicada
a medidas activas es sustancial-
mente menor (23 frente a 35-36
por 100). Asimismo, para los tres
indicadores que intentan cuanti-
ficar la relevancia de las políticas
activas del mercado de trabajo
(gasto en políticas activas como
porcentaje del PIB, y por persona
desempleada como porcentaje
respecto a los ingresos de un tra-
bajador representativo, y número
de participantes en programas
como porcentaje de la población
activa total), España se muestra
claramente por debajo de la me-
dia, especialmente para el segun-
do de ellos (27).

Por tanto, para el caso español,
parece que debemos financiar más
las políticas activas del mercado de
trabajo, así como evaluarlas con-
venientemente, tanto mediante
evaluaciones de tipo macroeco-
nómico como, especialmente, eva-
luando los programas individua-
les, tratando de medir sus efectos
tanto directos como indirectos, y
teniendo en cuenta, entre otros,
los efectos de «peso muerto», sus-
titución y desplazamiento. Frente
a los trabajos dispersos existentes
(véase por ejemplo Mato, 2002), es
necesario conseguir una evalua-
ción general de estas políticas para
aumentar la eficiencia del gasto.
Esperemos que la recientemente
creada Agencia de Evaluación de
las Políticas Públicas y la Calidad
de los Servicios contribuya a este
objetivo, así como la Sociedad Es-
pañola de Evaluación.

V. ¿POR QUÉ NO SE HA
REFORMADO MÁS 
Y MEJOR EL MERCADO 
DE TRABAJO ESPAÑOL?

1. Bajo grado de reformas

Ya hemos apuntado que los es-
tudiosos del mercado de trabajo
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español han generado un impor-
tante volumen de excelente lite-
ratura en las últimas décadas. Otra
vía para conocer su percepción 
de los temas, consiste en prestar
atención a las encuestas dirigidas
a este colectivo. La encuesta más
representativa en este campo
(Castillo et al., 1996), que recoge
la opinión de 70 especialistas (28),
cuenta ya con una década de exis-
tencia, y se concentraba en la ex-
plicación de las altas cifras de des-
empleo aún existentes en aquel
momento. A pesar del tiempo
transcurrido y de los cambios que
se han producido —han bajado
las cifras de paro, han visto la luz
varias reformas laborales, estamos
en una fase posterior en el pro-
ceso de integración europea—,
pensamos que la revisión de este
trabajo sigue siendo interesante,
especialmente porque ciertos pro-
blemas sobre los que ya existía no-
table consenso en 1996, relacio-
nados con los efectos de las
instituciones del mercado de tra-
bajo español —por ejemplo, las
principales tareas pendientes se-
ñaladas en este trabajo—, siguen
sin solución una década después.
Por tanto, no es un problema de
diagnóstico, sino de inacción o ac-
ción errada.

Siguiendo la línea de Layard et
al. (1991), y a la luz de los datos de
una amplia muestra de países de
la OCDE, Nickell (1997) estudia qué
instituciones del mercado de tra-
bajo pueden asociarse al elevado
desempleo (véase también Addi-
son et al., 1997). Sobre la base de
su análisis, Nickell destaca los efec-
tos negativos de las siguientes ins-
tituciones, frente a otras neutrales:
1) Prestaciones por desempleo ge-
nerosas sin restricción temporal,
combinadas con una reducida o in-
existente presión sobre los desem-
pleados para obtener un empleo,
y bajos niveles de intervención ac-
tiva para aumentar la habilidad y
disposición de los desempleados

para trabajar. 2) Elevada sindica-
ción, con salarios negociados co-
lectivamente y descoordinación de
los sindicatos y/o empleadores en la
negociación salarial. 3) Altos im-
puestos generales que presionan
sobre el trabajo, o una combina-
ción de elevados salarios mínimos
para los trabajadores jóvenes y al-
tos impuestos sobre el factor tra-
bajo. 4) Bajos niveles educativos en
los grupos marginales del merca-
do de trabajo.

Este conocido trabajo también
nos permite caracterizar al mer-
cado de trabajo español como un
mercado sumamente necesitado
de reformas «flexibilizadoras». Así,
respecto a la flexibilidad, o elasti-
cidad, salarial (aumento de los sa-
larios en respuesta a una reduc-
ción de la tasa de desempleo), en
el indicador obtenido a partir de
series temporales agregadas de
los 16 países de la OCDE conside-
rados, España es el país que pre-
senta menor flexibilidad en el cor-
to plazo, y en el largo plazo sólo
tres países presentan menor flexi-
bilidad (véanse también Jimeno y
Bentolila, 1998, y Bentolila y Ji-
meno, 2002). En cuanto al índice
de protección del empleo, basa-
do en la rigidez del marco legal
que rige la contratación y el des-
pido, España alcanza una cifra de
19 puntos (en una escala de 0 a
20), siendo sólo superada por Ita-
lia (sobre veinte países). Por últi-
mo, en cuanto al índice conjunto
que mide la rigidez de la legisla-
ción que regula una serie de as-
pectos del mercado de trabajo
(tiempo de trabajo, contratación
temporal, protección del empleo,
salario mínimo y derechos de re-
presentación de los trabajadores),
asignando a cada uno de esos as-
pectos una puntuación entre 0 y
2 (que crece según lo estricta que
sea la legislación), España alcan-
za una puntuación global de 7 (so-
bre 10), no siendo superada por
ningún otro país (de los veinte).

Nickell (2003) aborda una te-
mática muy relacionada con la
planteada en el trabajo ya co-
mentado (Nickell, 1997). Así, este
autor estudia la evolución en el
tiempo de una decena de aspectos
laborales (protección del empleo,
duración de las prestaciones, im-
puestos sobre el factor trabajo,
etc.), para una muestra de veinte
países de la OCDE. Tras analizar los
datos, este autor cuenta las refor-
mas reseñables para cada figura
en cada país, en la dirección «ade-
cuada» y en la dirección «erró-
nea», entre inicios de los años
ochenta y finales de los noventa,
concluyendo que esa sencilla va-
riable explica algo más del 50 por
100 de la variación observada en
el desempleo. Para el caso espa-
ñol, sólo se contabilizan dos re-
formas en la dirección adecuada
(tasa de sustitución y protección
del empleo) y una en la dirección
incorrecta (cobertura sindical), ci-
fras que apuntan hacia un volu-
men de reformas muy moderado
en dos décadas, a pesar de ser el
país de la muestra con cifras de
desempleo más elevadas.

Brandt et al. (2005) también
abordan, en extenso, el tema de
las reformas laborales en el mar-
co de los países de la OCDE (véase
también Álvarez Aledo, 2006). 
A los efectos que nos interesan,
debemos reseñar que en este tra-
bajo también se concluye que la
economía española es bastante
reacia a la adopción de reformas.
A modo de ejemplo, haremos refe-
rencia a dos indicadores apunta-
dos por estos autores. El primero
de ellos mide el grado de segui-
miento de las recomendaciones
específicas para cada país del EDRC
(Economic and Development Re-
view Committee), en el marco de
la estrategia de empleo de la OCDE.
La tasa agregada española —tam-
bién existe por áreas de política,
en la línea de los factores consi-
derados por Layard et al. (1991)



ya reseñados— se sitúa en una
cifra de 17,5 puntos, muy por de-
bajo de la media del grupo de
treinta países considerados (26,8),
ocupando España el puesto 25.
Estos autores también propor-
cionan un indicador de la inten-
sidad de las reformas por áreas y
agregado. En cuanto al agrega-
do, España es valorada con 10,5
puntos (la máxima puntuación,
correspondiente a Irlanda, es de
54,5), ocupando el puesto 24 
sobre 30.

En suma, distintos estudios, de
los que sólo hemos extraído algu-
nas pinceladas ilustrativas, apun-
tan que España no ha avanzado
demasiado en cuanto a las refor-
mas laborales necesarias, a pesar
de las manifiestas disfunciones de
su mercado de trabajo. A conti-
nuación reflexionaremos sobre las
posibles causas de esta carencia.

2. Algunas posibles
explicaciones

Ya hemos aventurado, a lo lar-
go de nuestro trabajo, algunas po-
sibles explicaciones acerca de por
qué el mercado de trabajo español
no ha sido objeto de reformas más
ambiciosas (véase también Malo 
y Toharia, 2004). Durante una dé-
cada, entre mediados de los años
setenta y mediados de los ochen-
ta, el tenso ambiente político li-
mitó mucho la posibilidad de cier-
tas reformas. Las diversas crisis
económicas severas sufridas por
la economía española en las últi-
mas décadas también han frena-
do en varios períodos la posibilidad
de abordar ciertas reformas, e im-
pulsado en cambio otras medidas
coyunturales, a veces con efectos
persistentes. Por otro lado, cuan-
do se ha buscado el consenso en
las reformas, da la impresión de
que determinadas medidas han
sido vetadas por las partes, apar-
te de observarse concesiones para

los diferentes colectivos (véase la
reforma de 2006), y cuando no
ha habido consenso, la conflicti-
vidad social ha dado muchas veces
la cara, llegando incluso a blo-
quear en la práctica la implemen-
tación de ciertas medidas (véase
la reforma de 1994). La «eterna»
reforma pendiente de la estructu-
ra de la negociación colectiva es-
pañola puede entenderse desde
esta óptica. Otro factor reseñable
es que ciertas medidas, debido a
que en la práctica no se terminan
nunca de desarrollar o a que son
poco precisas, han sido apunta-
das repetidamente en las refor-
mas (por ejemplo, la mejora en el
funcionamiento de los servicios
públicos de empleo). También de-
bemos recordar que algunos tra-
bajos apuntan que la estructura
social y familiar española ha he-
cho sostenibles situaciones im-
pensables en otros países, llegan-
do incluso a hablarse de pactos
generacionales (padres/indefini-
dos vs. hijos/temporales), que de
otro modo habrían reclamado re-
formas relevantes (véase Bentoli-
la e Ichino, 2006). Por último, di-
versos autores han apuntado que
un problema repetido ha sido el
desconocimiento en detalle, por
los redactores de las reformas, de
la forma en que se aplica la nor-
mativa —por ejemplo, en el ám-
bito judicial—, no consiguiéndose
por ello los resultados deseados
(véanse Jimeno y Toharia, 1993, y
Malo y Toharia, 1997).

Autores como North (1990) en-
fatizan la relevancia de los acci-
dentes históricos y de factores in-
erciales a la hora de entender por
qué sistemas de instituciones in-
eficientes pueden mantenerse en
el tiempo. En nuestra opinión, este
esquema resulta de interés para
la economía española. Así, po-
dríamos pensar en instituciones
surgidas a la luz de la compleja
transición política —recordemos
que, por ejemplo, el Estatuto de los

Trabajadores es de 1980— cuyos
principios se han enquistado en
nuestro mercado de trabajo, o en
la contratación temporal no cau-
sal introducida en la reforma de
1984 para reducir la gran bolsa
de parados surgida de la crisis de
inicios de los ochenta, que elevó,
mediante diversos mecanismos, la
tasa de temporalidad hasta nues-
tros días, a pesar de posteriores
contrarreformas.

Otra cuestión relevante en este
campo es en qué medida pode-
mos importar ciertas instituciones
laborales que funcionan con éxito
en otros entornos (véase por ejem-
plo Freeman, 1996). Lamentable-
mente, la literatura en este cam-
po parece indicar que esta práctica
sólo puede funcionar cuando se
dan determinadas condiciones
para el «transplante institucional».
Por ejemplo, Algan y Cahuc (2006),
en un reciente y relevante traba-
jo, se plantean qué países podrían
importar el exitoso modelo de
«flexi-seguridad» danés (véase
también Álvarez Aledo, 2006).
Para ello, se concentran en las ac-
titudes cívicas, y, más concreta-
mente, en la permisividad ante el
engaño para cobrar prestaciones
por desempleo. Las conclusiones
de este trabajo, sustentadas en un
sólido trabajo econométrico, son
muy interesantes: 1) Dinamar-
ca, y los países nórdicos en gene-
ral, constituyen un caso particu-
lar, al presentar unas excelentes
actitudes cívicas, a diferencia, 
por ejemplo, de los países medi-
terráneos (29). 2) Las buenas ac-
titudes cívicas son básicas para el
funcionamiento del modelo da-
nés (prestaciones por desempleo
generosas, baja protección del em-
pleo, alta tasa de participación).
3) Las actitudes cívicas son difíciles
de cambiar (véase también Guiso
et al., 2006), como demuestran
estos autores al estudiar a perso-
nas que cambian de país de resi-
dencia, así como su estabilidad

CARLOS USABIAGA

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.° 111, 2007. ISSN: 0210-9107. «ANÁLISIS DE COYUNTURA. INSTRUMENTOS E INTERPRETACIÓN» 193



LA REFORMA DEL MERCADO DE TRABAJO: EL CASO ESPAÑOL

194 PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.° 111, 2007. ISSN: 0210-9107. «ANÁLISIS DE COYUNTURA. INSTRUMENTOS E INTERPRETACIÓN»

temporal. En suma, las políticas
óptimas para cada país dependen
de su idiosincrasia: factores eco-
nómicos, políticos, sociales, etcé-
tera (30).

Otra vía para explicar por qué
no se abordan ciertas reformas es
la que se centra en cuestiones de
economía política (véanse, entre
otros, Saint-Paul, 1996, 2000,
2004). Por un lado, tenemos los
grupos de presión (patronales, sin-
dicatos, trabajadores insiders, et-
cétera), que pueden respaldar el
mantenimiento de ciertas situa-
ciones e instituciones ventajosas
para ellos, instituciones que ade-
más pueden reforzarse mutua-
mente (éste puede ser el motivo
por el que las reformas parciales
están muchas veces abocadas al
fracaso). También tenemos las
ideologías, creencias y represen-
taciones alternativas sobre el
modo en que funciona la econo-
mía, vinculadas a ciertas institu-
ciones. La percepción de ciertos
aspectos (¿la cantidad total de tra-
bajo es fija?, ¿si suben los sala-
rios se reduce el desempleo por
el mayor consumo?, ¿los precios
y salarios sirven para asignar los
recursos?, etc.) por la sociedad o
ciertos colectivos, muchas veces
debida a la simple propaganda y
carente de toda base científica,
puede frenar la posibilidad de cier-
tas reformas. Tampoco debemos
olvidar los problemas de agencia
dentro del sector público (Laffont
y Tirole, 1993), por ejemplo en
torno al funcionamiento de los
servicios públicos de empleo. Por
último, también existen proble-
mas de «miopía», o preferencia
del público por las medidas di-
rectas frente a las indirectas, e in-
tentos interesados de desacreditar
a los investigadores magnifican-
do las discrepancias de los estu-
dios alternativos. En nuestra opi-
nión, muchos de los aspectos
comentados han estado, y están,
presentes en el caso español.

VI. CONCLUSIONES

1. La economía española ha es-
tado sometida a un buen número
de reformas en su mercado de tra-
bajo en las dos últimas décadas,
pero esas reformas no han sido, en
general, exitosas. Por ejemplo, el
paro permaneció durante dos dé-
cadas en cifras muy altas y la ele-
vada temporalidad nos caracteriza
desde mediados de los años ochen-
ta. Diversas comparaciones inter-
nacionales apuntan que el merca-
do de trabajo español, aun tras
todas esas reformas, sigue presen-
tando importantes disfunciones 
y está necesitado de reformas adi-
cionales.

2. Existen diversas líneas de ar-
gumentación sobre las razones
por las que no se ha podido trans-
formar más y mejor el marco re-
gulador del mercado de trabajo
español. Entre otros, se apuntan
factores históricos, económicos,
políticos, sociales y legales, tales
como la transición política, las cri-
sis económicas, la estructura fa-
miliar y social, las actitudes cívi-
cas, el funcionamiento del sistema
judicial y la actividad de los gru-
pos de presión.

3. Las reformas de nuestro
mercado de trabajo han tendido a
ser parciales, en lugar de genera-
les, lo que parece haber afectado
negativamente a su efectividad.
Quizá la reforma con un enfoque
más global fue la de 1994, pero
no se desarrolló demasiado en la
práctica. Se detectan temas que
han tendido a escapar repetida-
mente de las reformas, como la
estructura de la negociación co-
lectiva; otros que se repiten, por-
que nunca se implementan ade-
cuadamente, como la mejora de
los servicios públicos de empleo, y
otros en los que las sucesivas re-
formas han apuntado en direc-
ciones cambiantes, por ejemplo,
la regulación de la contratación a

tiempo parcial. Las reformas no
consensuadas han conllevado nor-
malmente conflictividad social, en
forma, por ejemplo, de huelgas
generales, mientras que en las con-
sensuadas, como la de 2006, se
aprecian ciertas concesiones a em-
presarios y sindicatos que encor-
setan las posibilidades de actua-
ción. En numerosas ocasiones, las
reformas han presentado proble-
mas de diseño que han sido apro-
vechados por los agentes mediante
comportamientos estratégicos. Así,
entre otros muchos ejemplos, po-
demos recordar el uso de los con-
tratos para jóvenes con el fin ex-
clusivo de disponer de mano de
obra barata, el encadenamiento
abusivo de contratos temporales
o los problemas de segmentación
debidos a la existencia de contra-
tados indefinidos con distintas con-
diciones laborales.

4. La reforma laboral de 2006,
cuyo contenido se fue perfilando
en diversos documentos previos,
tanto internacionales como na-
cionales, aunque finalmente su óp-
tica ha sido más limitada (de nue-
vo, una reforma parcial), intenta
sobre todo reducir la tasa de tem-
poralidad y sus problemas asocia-
dos, siendo apoyada a este res-
pecto por la normativa que regula
la subcontratación en la construc-
ción y por el Estatuto Básico del
Empleado Público. Por su parte, la
reciente reforma de la seguridad
social parece preocupada por re-
gularizar el trabajo y la jubilación
de los trabajadores mayores, as-
pecto muy necesario.

5. El mercado de trabajo es-
pañol mantiene aún importantes
disfunciones: baja tasa de empleo,
aún inferior al 70 por 100 sobre la
población en edad de trabajar, ni-
vel recomendado por el Consejo
Europeo para 2010; empleo desi-
gualmente distribuido; elevada
temporalidad (dualidad); desace-
leración de la productividad, y pro-



blemas de competitividad inter-
nacional. En nuestra opinión, tam-
bién sería deseable un mayor uso
del empleo a tiempo parcial, aun-
que sin necesidad de llegar al
«modelo holandés».

6. En la línea del modelo de
«flexi-seguridad» (Jimeno, 2006),
deberíamos prestar más atención
a la flexibilidad del empleo interna
(negociación colectiva) y no sólo a
la externa (contratos); y en cuan-
to a la seguridad de los trabaja-
dores, deberíamos potenciar más
las posibilidades de reinserción la-
boral —formación continua y po-
líticas activas de empleo—, no
prestando tanta atención a la es-
tabilidad en el empleo. Es decir,
preocuparnos por el futuro laboral
del trabajador y no por un puesto
de trabajo determinado. En esta
línea, las principales tareas pen-
dientes son la reforma de la es-
tructura de la negociación colecti-
va y la evaluación general de las
políticas activas del mercado de
trabajo, debiendo canalizarse la fi-
nanciación hacia las más eficien-
tes, y rediseñarse los otros pro-
gramas. Esperemos que la nueva
Agencia de Evaluación contribuya
a este objetivo.

7. Como ya hemos apuntado
anteriormente, será imposible pa-
liar ciertos problemas básicos del
mercado de trabajo español sin la
necesaria coordinación con una
serie de políticas relacionadas de
otras esferas (fiscalidad, educa-
ción, I+D, defensa de la compe-
tencia, localización industrial, vi-
vienda, etcétera).
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(1) Véanse, a modo de muestra, BENTOLI-
LA y TOHARIA (1991), BLANCHARD y JIMENO (1995),
DOLADO y JIMENO (1997), JIMENO y BENTOLILA

(1998), y BENTOLILA y JIMENO (2006).

(2) Para un análisis más completo de estas
reformas, y del contexto en que se producen,
véanse SEGURA (2001) —hasta la reforma la-
boral de 1997—, PÉREZ INFANTE (2001) —refor-
ma laboral de 2001—, y CONGREGADO y GARCÍA

PÉREZ (2002) —reforma de las prestaciones de
2002—. Para el análisis de las reformas de
1994 y 1997 puede acudirse también a MALO

y TOHARIA (1997) y PÉREZ INFANTE (1999).

(3) Debemos señalar que nuestro merca-
do de trabajo actual también ha cambiado
drásticamente con respecto al existente a me-
diados de los años setenta en una serie de fac-
tores (TOHARIA, 2003). Por ejemplo, tenemos la
progresiva incorporación de la mujer al mer-
cado de trabajo, un profundo cambio en la
composición sectorial del empleo, la generali-
zación de la educación superior, importantes
cambios demográficos y el desarrollo de di-
versos instrumentos del Estado del bienestar.

(4) Entre los sindicatos, las patronales y el
Gobierno, o al menos con la participación de
dos de esos colectivos. En los cinco acuerdos
existentes en ese período se tocaron, entre
otros, aspectos relacionados con el crecimien-
to salarial, la negociación colectiva, la jornada
laboral y la protección social. A raíz del Acuer-
do Económico y Social (1985-1986) comenzó
el predominio de los convenios colectivos de
ámbito sectorial.

(5) Asimismo, esa cifra resulta excesiva
aunque tengamos en cuenta que la economía
española está más concentrada que las eco-
nomías de su entorno en actividades de tipo es-
tacional (sector primario y turismo).

(6) Decenas de trabajos han analizado esta
problemática (la «cultura de la temporalidad»,
el escenario insider-outsider, etc.). Véanse, por
ejemplo, BENTOLILA et al. (1991), BENTOLILA y DO-
LADO (1994), DOLADO et al. (2002) y TOHARIA

(2004).

(7) Simultáneamente, se impulsó el con-
trato de obra y servicio, con lo que la situa-
ción, desde el punto de vista de las indemni-
zaciones por despido, empeoró para muchos
trabajadores temporales.

(8) También debemos reseñar que, con la
reforma, el contrato fijo discontinuo se trans-
formó en contrato a tiempo parcial indefinido.

(9) También se limitó la necesidad de au-
torización administrativa en el despido indivi-
dual por causas objetivas, se facilitó el despi-
do colectivo y se eliminó la figura del despido
nulo.

(10) BLANCHARD y LANDIER (2002) docu-
mentan para Francia una problemática similar
a la generada en España por el CTFE.

(11) También se contemplaba la conver-
sión de contratos temporales, incluidos los for-
mativos, siempre que éstos estuviesen en vi-
gor o se suscribiesen antes de un año.

(12) En esta reforma también se acordó la
generalización del salario mínimo de entrada.

(13) Debemos recordar que para que el
despido, de carácter objetivo, de los trabaja-
dores con este nuevo contrato indefinido sea
más barato, debe compensar las «ventajas»
del uso del despido disciplinario (salarios de
tramitación, etc.). Este aspecto podría haber
amortiguado el efecto de este nuevo tipo de
contrato.

(14) En el año 1998, la contratación a
tiempo parcial fue objeto de una importante re-
visión, con la oposición de las patronales. Así,
se establece de nuevo un máximo respecto a
la jornada a tiempo completo (77 por 100); se
mantiene el cómputo anual, pero debiendo in-
dicarse en el contrato la distribución de la jor-
nada; se limitan las horas extraordinarias; au-
menta la protección social, y se amplían las
posibilidades del contrato de relevo. Como
puede observarse, aumenta el encorsetamiento
de dicha contratación, en una línea contraria
a la de la reforma de 1994. Sin embargo, a pe-
sar de todos estos cambios, la ratio de empleo
a tiempo parcial apenas varió en estos años.

(15) También se recoge en la reforma que
en los supuestos de trabajos fijos discontinuos
que no se repiten en fechas determinadas no les
será de aplicación la figura del contrato a tiem-
po parcial indefinido, salvo ciertas excepciones.

(16) Por su parte, se suprimió la posibilidad
de estos incentivos económicos a los hombres
desempleados entre 16 y 30 años, y se limitó
la edad máxima (65 años) en los incentivos a
los mayores de 45.

(17) Sobre la problemática del sistema an-
terior, puede consultarse GARCÍA PÉREZ (2002).

(18) Véase JIMENO (2004: 58-59) para un
análisis más detallado, desde la perspectiva es-
pañola, de las recomendaciones del Consejo
Europeo, 2003, y de la Employment Taskforce.
Debemos señalar que las directrices de la OCDE
en el mismo período también hacen referencia
a muchos de los elementos apuntados.

(19) BLANCHARD y GIAVAZZI (2003) estudian,
en este sentido, la interacción entre el merca-
do de bienes y el mercado de trabajo.

(20) El análisis de estas reformas se apo-
ya en gran medida en USABIAGA (2006), pero
se han actualizado diversos apartados.

(21) En el acto de firma de la reforma, los
sindicatos señalaron que el abuso de la con-
tratación temporal, entre otras cosas, constituye
un síntoma de que hace falta un cambio en el
modelo productivo, en el sentido de que el cre-
cimiento se fundamente menos en el consumo
privado y la construcción y más en los rendi-
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mientos de la inversión en formación de los
trabajadores y en políticas de I+D de las em-
presas. En este sentido, representantes de la
patronal también afirmaron que, aunque la
temporalidad ha facilitado la flexibilidad de las
empresas, asimismo presenta una cara nega-
tiva. En nuestra opinión, en la línea de la lite-
ratura sobre los salarios de eficiencia, si con-
tásemos con un tejido productivo de calidad,
éste debería abandonar, sin necesidad de ma-
yor incentivo, el círculo vicioso de la precarie-
dad laboral.

(22) Por ejemplo, en dicho debate se
anunció una nueva bonificación del 50 por
100 de la cuota empresarial a la seguridad
social por el primer trabajador indefinido con-
tratado por los empresarios menores de 35
años.

(23) A grandes rasgos, este sector emplea
a 2,5 millones de trabajadores —medio millón
de ellos son autónomos— y cuenta con
245.000 empresas, de las que sólo 45 supe-
ran los 500 empleados. En cuanto a la sub-
contratación, en el año 2005 su volumen fue
de 24.643 millones de euros.

(24) Como muestra, entre junio de 2005
y junio de 2006 se produjeron en el sector
251.772 accidentes de trabajo, siendo el sec-
tor con mayor índice de incidencia.

(25) Tampoco es destacable la evidencia
disponible a nivel europeo y español. A este
respecto, pueden consultarse los informes La
evaluación de las políticas de ocupación (Mi-
nisterio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2000)
y Desequilibrios ocupacionales y políticas ac-
tivas de empleo (Consejo Económico y Social,
2005).

(26) Esa cifra no es nada positiva si tene-
mos en cuenta el elevado desempleo español
en esos años.

(27) Las cifras son, respectivamente (Es-
paña, UE, OCDE): 0,6, 1,1, 0,8 (primer indicador);
5,7, 25,5, 22,9 (segundo); 4.4, 10.3, 8.1 (ter-
cero). También se proporcionan en este traba-
jo cifras sobre la composición del gasto en po-
líticas activas.

(28) ÁLVAREZ ALEDO et al. (2006) recoge una
encuesta mucho más reciente, pero dirigida
sólo a tres estudiosos y centrada en recomen-
daciones para la reforma laboral de 2006. USA-
BIAGA (2002, apéndice 1) también recoge di-
versas opiniones sobre el mercado de trabajo
español de una serie de macroeconomistas de
primer nivel internacional.

(29) En cuanto a actitudes cívicas, en este
trabajo España ocupa el puesto 17 (de veinti-
cinco países). Dinamarca encabeza el listado,
que cierra Grecia.

(30) BLANCHARD y TIROLE (2004) apuntan
que el diseño óptimo de las instituciones del
mercado de trabajo es un asunto más com-
plejo que en el caso de otros mercados. Asi-
mismo, señalan que, junto a principios ge-
nerales, existen otros más específicos que
dependen de cada país.
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